JURISPRUDENCIA

Contrato de trabajo. Extinción. Por jubilación. Intimación. Postergación del trámite. Silencio del empleador. Efectos. Faide Monir c/PAMI Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionado s/despido, C.N.A.T., Sala II, 29/10/07.
En la ciudad de Buenos Aires, el 29 de octubre de 2007, reunidos los integrantes de la Sala II a fin de considerar los recursos deducidos en autos y para dictar sentencia definitiva en estas actuaciones, practicado el sorteo pertinente, proceden a expedirse en el orden de votación y de acuerdo con los fundamentos que se exponen a continuación.
Miguel Angel Pirolo dijo:
La sentencia de primera instancia rechazó las pretensiones indemnizatorias y sancionatorias deducidas en el escrito inicial. 
A fin de que sea revisada esa decisión por este Tribunal de Alzada, interpuso recurso de apelación la parte actora, en los términos y con los alcances que explicita en su expresión de agravios (fs. 180/182). A su vez, el letrado de dicha parte, por derecho propio, peticiona se regulen honorarios por su actuación en la instancia anterior. 
Al fundamentar el recurso, el quejoso se agravia porque la a quo concluyó que el lapso de la relación que excedió al vencimiento del plazo de un año previsto en el art. 252 L.C.T., tuvo carácter precario. En tal sentido sostiene que dicha conclusión carece de sustento normativo y que el silencio del PAMI a la presentación administrativa del accionante, solicitando se postergue el inicio del trámite jubilatorio en virtud de una alegada enfermedad de su esposa y la falta de invocación respecto del cumplimiento del plazo del citado art. 252 L.C.T., implicaron una tácita reconducción del vínculo y la renuncia a la intimación que le había cursado el 27/11/03, para que iniciara los trámites jubilatorios. Asimismo, cuestiona que el fallo se haya fundado en la instrumental de f. 19 del Anexo 2.556, pues sostiene que dicha documental fue oportunamente desconocida por su parte y que no se ha acreditado su autenticidad. Por las razones que sucintamente se han reseñado, solicita que se revoque la sentencia recurrida y que, en definitiva, se haga lugar a la demanda.
En principio, creo necesario puntualizar que, a mi entender, el recursode apelación sub–exámine, en la medida que constituye una crítica concreta y razonada de las partes de la sentencia que se estiman equivocadas, reúne el recaudo de admisibilidad formal previsto en el art. 116 de la L.O. Ahora bien, habida cuenta que se debe tener por cumplida la referida exigencia procesal, seguidamente, me he de abocar al análisis de cada uno de los agravios expresados por el recurrente. 
Liminarmente cabe memorar que arriba reconocido a esta Alzada que, con fecha 27/11/03, el empleador intimó a Faide en los términos del art. 252 L.C.T. y que, posteriormente, el accionante realizó una presentación administrativa en la que solicitó una prórroga “adecuada” para continuar en su puesto y postergar el inicio del trámite jubilatorio, invocando la enfermedad de su cónyuge (ver fs. 32 y 8 de anexo 2.556). También se encuentra fuera de discusión que el instituto accionado guardó silencio ante dicho requerimiento y que, a comienzos de septiembre de 2005 (es decir aproximadamente a un año y nueve meses después), el Instituto resolvió el vínculo por haberse cumplido el plazo de un año desde la referida intimación. Como se señaló, la Sra. juez “a quo” desestimó el reclamo, pues consideró que si el empleador decidió conceder un mayor beneficio al trabajador al postergar el ejercicio de su derecho a exigir la extinción del contrato, la relación adquirió un carácter precario. 
Asimismo, entendió que el reclamo del actor iba contra sus propios actos, ya que estimó acreditado –a partir de la documental obrante a f. 19 del anexo 2.556–, que Faide, en abril del 2005, tenía plena conciencia de que estaba intimado a jubilarse.
Sentado lo expuesto, cabe señalar que, pese al esfuerzo argumental del quejoso, su crítica no puede tener favorable acogida. Aún cuando se prescinda del análisis de la prueba documental mencionada –y, por ello, del argumento de la a quo relativo a que el accionante habría contradicho sus propios actos–, lo cierto es que no puede sostenerse válidamente –como pretende el recurrente– que el silencio ante su reclamo administrativo y la continuidad del vínculo vencido el plazo del art. 252 L.C.T. implicaran una tácita reconducción de la relación y el restablecimiento de las obligaciones indemnizatorias para el caso de ruptura sin causa.
Conforme lo ha sostenido autorizada doctrina, “si el empleador consiente en la prosecución de la relación ( ... ) vencido el plazo de la ley, no renuncia por ello a extinguir el contrato sin indemnización, pues en virtud de los arts. 91 y 252 carece de estabilidad” (conf. Enrique Herrera, “Tratado del Derecho del Trabajo”, dirigido por Vázquez Vialard, Editorial Astrea, Buenos Aires, 1984, T. 5 pág. 580).
Por otra parte, jurisprudencialmente se ha sostenido –con criterio que comparto– que ante la clara previsión del art. 91 L.C.T. (t.o. Dto. 390/76) y al no existir plazo de caducidad de obvia fuente legal para el ejercicio por el empleador de su derecho de concretar por sí el “cese efectivo” luego de agotado el plazo de un año del art. 252 L.C.T., resulta una derivación razonable del derecho vigente para que pudiere llegar a considerarse no operativo o “caduca” en algún caso aquella prerrogativa del empleador, la exigencia de la retractación expresa y formal por parte de éste a los efectos jurídicos de su denuncia con motivo legítimo. La renuncia del empleador a su derecho así consolidado no debe presumirse. Por ello, en ese contexto jurídico ya no podría seguir hablándose de estabilidad –aún impropia– de quien había alcanzado los recaudos legales para jubilarse. (Del voto del Dr. Morell, en mayoría; C.N.A.T. Sala V, “in re” "Greco Nestor c/Aerolíneas Argentinas s/despido” sent. 58.838, del 19/6/98). 
También se ha señalado que “No es necesario que la demandada luego de haber intimado al actor para que iniciara los respectivos trámites para obtener el beneficio jubilatorio, lo intime nuevamente sino que es suficiente con remitir la comunicación del cese de la vinculación laboral, pues la circunstancia de haber vencido el plazo legal de un año, no significa que dicha relación vuelve a reiniciarse, sino que se prorroga en beneficio del propio trabajador” (Conf. C.N.A.T., Sala III, “in re” “Pérez Lidia c/consorcio de propietarios edificio Piedras 643 s/despido, SD 84775, Expte. 22.972/02”).
En tal contexto, la circunstancia de que el actor haya continuado trabajando vencido el año desde el requerimiento para que iniciara los trámites jubilatorios –y durante aproximadamente nueve meses más–, no puede interpretarse en modo alguno como determinante de una tácita decisión de dejar sin efecto la intimación que ya había efectuado porque ello no fue lo que solicitó el trabajador. En efecto, la “prórroga” requerida por Faide no constituye un pedido expreso de que sea dejada sin efecto la intimación, por lo que el silencio de la empleadora no puede interpretarse como una tácita aceptación de algo que no le fue explícitamente requerido y sobre lo que no tenía obligación legal de expedirse (art. 919 C.Civil). Si bien el empleador –evidentemente, en función de ese pedido– no resolvió el contrato al cumplirse el año de la intimación, ello en modo alguno puede llevar a considerar que tal actitud implicó una renuncia a su facultad de extinguir el contrato sin obligación indemnizatoria, pues la intención de renunciar no se presume y la interpretación de los actos que induzca a probarla debe ser restrictiva (art. 874 C.Civil). 
Sostener lo contrario implicaría aceptar la paradoja de que, bajo idénticas circunstancias, en el supuesto de que el empleador hubiera decido resolver el vínculo al vencimiento del término anual, su estricta decisión no generaría obligaciones indemnizatorias, mientras que sí las debería asumir aquél que, en beneficio del trabajador, otorga una tácita prórroga del plazo legal, sin renuncia explícita del derecho que le otorga el art. 252 L.C.T.
En consecuencia, considero que la decisión resolutoria adoptada por la accionada resulta legítima (conf. art. 252 L.C.T.) y ello torna inviables las pretensiones indemnizatorias del accionante (art. 499 C.Civil). Desde esa perspectiva, entiendo que la queja debe no puede tener favorable acogida 
Por las razones antes expuestas, corresponde confirmar el decisorio dictado en la instancia de grado anterior, en cuanto fue materia de recurso y agravio. 
Por otra parte y de acuerdo con el resultado que se ha dejado propuesto para resolver la apelación, estimo que las costas de alzada deben ser impuestas a cargo del recurrente vencido (art. 68 C.P.C.C.N.).
Con relación al planteo en torno de la regulación de honorarios por las tareas efectuadas en origen, estimo que a fin de salvaguardar la garantía de la doble instancia, tal petición debe ser efectuada en la instancia anterior. En atención a lo establecido en el art. 14 de la Ley 21.839, habida cuenta del mérito y extensión de labor desarrollada en esta instancia por la representación y patrocinio letrado de la recurrente y de la asistencia letrada de la parte demandada, propongo que se regulen los honorarios por esas actuaciones en el veinticinco por ciento (25%), respectivamente, de lo que en definitiva se determine que corresponde a cada uno de ellos por la totalidad de lo actuado en la instancia anterior. 
En cumplimiento de la A.A. C.S.J.N. 6/05 (modif. por A.A. C.S.J.N. 19/05), sin que esto implique abrir aquí juicio alguno acerca de la validez constitucional de las normas que regulan la creación y funcionamiento de CASSABA y sin perjuicio del derecho de los sujetos involucrados a efectuar los planteos que estimen pertinentes en el ámbito de competencia material correspondiente, corresponde hacer saber a los abogados, procuradores y a las partes que, oportunamente, deberán observar las previsiones contenidas en la Ley 1.181 de la C.A.B.A., bajo apercibimiento de comunicar la situación a la mencionada entidad.
El Dr. Miguel Angel Maza dijo que adhiere a las conclusiones del voto de Miguel Angel Pirolo, por análogos fundamentos.
Por lo que resulta del acuerdo que antecede (art. 125 Ley 18.345); el Tribunal 
RESUELVE: 
1. Desestimar el recurso de apelación deducido por la apelante y confirmar la sentencia dictada en la instancia de grado anterior en todo lo que fue materia de apelación y agravios. 
2. Imponer las costas de la alzada, a cargo de la recurrente vencida. 
3. Regular los emolumentos de la representación letrada de la parte actora y de la asistencia letrada de la parte demandada, por los trabajos realizados en esta alzada, en el veinticinco por ciento (25%), respectivamente, de lo que en definitiva se determine que corresponde, a cada una de ellas, por la totalidad de lo actuado en la instancia anterior. 
4. Hacer saber a las partes y sus letrados la vigencia de la AA. C.S.J.N. 6/05 (modif. por AA. C.S.J.N. 19/05) y que deberán proceder con arreglo a lo establecido en el considerando pertinente.
Regístrese, notifíquese y devuélvase.
Jueces de Cámara: Dr. Miguel Angel Maza; Miguel Angel Pirolo.

